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Son más los decretos que los
mensajes presidenciales ingresa-
dos a tramitación al Parlamento.
Así se desprende de una consulta
avanzada al sitio especializado
“Ley Chile”, de la BCN, al cruzar
datos con el sistema SIL, en que el
resultado da cuenta de que, por
cada proyecto de su autoría, un
Presidente firma 10 decretos. 

Ante lo grueso de las cifras, en-
tre expertos no hay dudas de la re-
levancia de la tramitación de ini-
ciativas de ley en el Parlamento, y
reafirman que se trata de potesta-
des hasta complementarias.

Las interrogantes en torno a la
materia surgieron después de la
intervención del candidato presi-
dencial republicano José Antonio
Kast, al comentar en un foro eco-
nómico que “el Congreso es im-
portante, pero no es tan relevante
como ustedes imaginan”.

Más allá de las críticas recibidas
por una supuesta idea de intentar
prescindir del Congreso, lo que no
afirmó, pero así lo infirió el oficia-
lismo en bloque, la marca de 1pro-
yecto por cada 10 decretos corres-
ponde al actual mandatario Ga-
briel Boric; pero la tendencia es si-
milar a los anteriores gobernantes
Sebastián Piñera y Michelle Ba-
chelet, al revisar el mismo período
para los tres, entre el 11de marzo y
el 24 de agosto, en su mes 41.

En el detalle (ver infografía),
Boric, entre el 11de marzo de 2022
y el 24 de agosto de 2025 emitió
3.072 decretos y presentó 283
mensajes; Piñera, entre el 11 de
marzo de 2018 y el 24 de agosto de
2021 firmó 3.327 decretos y envió
a trámite 268 mensajes; mientras
que Bachelet, desde el 11de marzo
de 2014 al 24 de agosto de 2017
publicó 2.697 decretos y 285 men-
sajes remitidos al Congreso. 

Al ver, las materias de los de-
cretos van desde aspectos domés-
ticos, nombramientos o renun-
cias, hasta temas de
fondo, como regla-
mentos contempla-
dos para la ejecu-
ción de una norma
aprobada.

En cuanto a su re-
gulación, el artículo
32, numeral 6º, de la
Constitución, establece entre las
atribuciones del Presidente de la
República “ejercer la potestad re-
glamentaria en todas aquellas ma-
terias que no sean propias del do-
minio legal, sin perjuicio de la fa-
cultad de dictar los demás regla-
mentos, decretos e instrucciones
que crea convenientes para la eje-
cución de las leyes”.
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La académica y exintegrante
del TC “no comparte la tesis de la
pérdida de relevancia del Con-
greso Nacional frente al ejercicio
de la potestad reglamentaria del
Presidente de la República. El de-
bate parlamentario asegura y

cristaliza la adecua-
da deliberación de-
mocrática sobre te-
mas relevantes para
la ciudadanía. La po-
testad reglamentaria
presidencial es refle-
jo de una voluntad
unipersonal que no

puede sustituir ese debate”.

—¿Por qué?
—Se dice que una característica

de los Estados modernos es la hi-
pertrofia de las administraciones y
una reivindicación regulatoria
que garantiza rapidez y adecuada
capacidad técnica en las decisio-
nes. Sin embargo, abre el flanco

para el ejercicio de una discrecio-
nalidad desmedida y, eventual-
mente, de decisiones arbitrarias
como ha ocurrido en algunos paí-
ses (Venezuela).

—¿Y las cifras?
—Los números no son enton-

ces suficientemente significativos
para demostrar que hay que regu-
lar por decreto sustituyendo al le-
gislador. Ello implica no entender
que la ley siempre es la regla gene-
ral, la que contiene los principios y
directrices sobre la materia regu-
lada, mientras que el reglamento
solo debe llevar esa regulación a la
práctica, en forma más detallada.

—El grave problema en Chile
es que la sobrerregulación regla-
mentaria muchas veces ha excedi-
do lo dispuesto por el legislador
(deslegalización), anulando su vo-
luntad e imponiendo un criterio
distinto, que no necesariamente
refleja el sentir de la ciudadanía,
complicando, además, la aplica-
ción de la ley. Lo hemos visto en

materia laboral y de regulación de
prestaciones de salud, entre otras.
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Para el profesor, experto tam-
bién en Derecho Constitucional,
“la alta cifra de decretos, como
proporción de mensajes presiden-
ciales de proyectos de ley, puede
reflejar en algunos casos una reali-
dad propia de los gobiernos que
usan intensamente la potestad re-
glamentaria. En algunos casos,
eso es lo que la Constitución bus-
ca, la operación conjunta de leyes,
reglamento y decretos en la co-
rrecta implementación de las le-
yes, convocados por ellas y siem-
pre sometiéndose a ellas”. 

—¿Qué observa?
—Al menos tres situaciones no

queridas por la Carta Fundamen-
tal y que suelen ocurrir en gobier-
nos de todo signo, especialmente
cuando la Presidencia de la Repú-
blica gobierna, además, con una

mayoría parlamentaria (durante
los 90 y 2.000 gobiernos de la
Concertación y también Bachelet
II). En Chile, tiende a ocurrir una
primera situación anómala: la in-
fracción a la reserva legal que dis-
pone la Constitución. Esto es,
donde la Carta pide que regule
una ley, el Presidente lo hace por
decretos. 

—Durante esos años, intenta-
mos colaborar desde la academia
y la práctica judicial a la defensa
de la reserva legal, pero los gobier-
nos y el TC por períodos intermi-
tentes avalaron toda clase de teo-
rías para ampliar hasta lo inimagi-
nable el campo de regulación de
los decretos. Como ejemplo, véan-
se los fallos Ley de Presupuestos
1997; y catalíticos, 2001. Pero hay
muchos más. Llama la atención el
debate actual de defensa del Con-
greso, cuando en esos tiempos se
le redujo al mínimo.

—Una segunda situación in-
constitucional de la práctica chile-
na ha sido controlar y detener de-

cretos que desbordan la ley, que la
infringen. Esto, hasta el día de
hoy, se ha hecho complejo de lle-
var a la práctica. Si usted se fija, los
requerimientos parlamentarios al
TC promovidos por la minoría del
Congreso son muy escasos (art. 93
número 16 de la Constitución), en-
tre otras razones, porque los presi-
dentes suelen defender la equivo-
cada tesis de que requieren mayo-
ría de las cámaras para llegar al
TC. Las presidencias y coaliciones
de centroizquierda han defendido
numerosas veces esa tesis, que de-
ja a la minoría parlamentaria en la
indefensión. Esto opera como
blindaje a los decretos, una prácti-
ca inconstitucional.

—La tercera situación inconsti-
tucional que se aprecia permanen-
temente en el pasado es que los ór-
ganos del Estado no dictan decre-
tos, sino toda clase de otros actos
administrativos subreglamenta-
rios, perjudicando la posibilidad de
control en el TC: circulares, oficios,
criterios, normas generales, etc.

La razón se infiere al realizar una consulta avanzada en el sitio especializado “Ley Chile”:

Por cada proyecto de ley de su autoría,
un Presidente firma y emite 10 decretos
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Desde aspectos de mera formalidad o casi domésticos; aceptar la renuncia de un funcionario y nombrar a su
sucesor, también son parte de la potestad reglamentaria, y todas las que no sean propias del dominio legal. 

REGULACIÓN
La potestad

reglamentaria está
regulada en el artículo
32 de la Constitución.

‘‘La alta cifra de
decretos, como
proporción de mensajes
presidenciales, puede
reflejar una realidad
propia de los gobiernos
que usan intensamente la
potestad reglamentaria”.
................................................................
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‘‘No comparto la
tesis de la pérdida de
relevancia del Congreso
Nacional frente al
ejercicio de la potestad
reglamentaria del
Presidente de la
República”.
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n Abogado Luis Hermosilla volvió a tribunales para enfrentar
nueva formalización en arista de caso Audio
Mientras en el Palacio de Tribunales se discutía el futuro de la

ministra de la corte de Santiago Verónica Sabaj, quien tenía
chats con el abogado Luis Hermosilla, imputado en el caso Audio
(ver nota principal), en el Centro de Justicia el también exasesor
del Ministerio del Interior reaparecía para una nueva audiencia
de formalización, esta vez, en la arista de la indagatoria Parque
Capital. 

A él y los empresarios Álvaro Jalaff y Daniel Sauer se les
imputó administración desleal y lavado de activos —administra-
ción desleal como precedente de lavado de activos, puntualizó el
fiscal Miguel Orellana, de la zona metropolitana Oriente— y
“esos antecedentes luego fueron agrupados a la causa principal”,

agregó el persecutor.
La audiencia, que no se prolongó por más de 30 minutos, se

dio en el marco de la indagatoria respecto del abogado Hermo-
silla, a quien se le atribuye, cuando fue asesor de Interior, haber
presionado al entonces seremi de Vivienda, Manuel José Errázu-
riz —quien estuvo en el cargo entre noviembre de 2019 y marzo
de 2022—, para que apresurara la aprobación de permisos para
un proyecto del Grupo Patio, ligado entonces a Álvaro Jalaff
—amigo del abogado—, para el desarrollo de obras en Lampa. 

Hermosilla, Jalaff y Sauer están formalizados también en la
causa matriz, en la que se indaga soborno, tráfico de influencias,
delitos tributarios, entre otros. 

Luis Hermosilla reapareció ayer en la explanada
del Centro de Justicia.
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Se realizaron dos plenos ayer, uno en
la mañana y otro en la tarde, para re-
solver las apelaciones de los minis-
tros de la corte de Santiago indaga-
dos. En la imagen, de espalda, los de-
fensores de la ministra.

ministra de la Corte de Apelaciones de
Valparaíso Eliana Quezada. Hay quienes
comentan internamente que incluso el
magistrado se podría “salvar” por un vo-
to cuando se vote su remoción. Clave será
la decisión de Simpértigue. Eso, conside-
rando que no falte ningún otro.

En esta misma postura estuvo el grupo
de los cuatro supremos más duros, el pre-
sidente Ricardo Blanco, los ministros Glo-
ria Ana Chevesich, Andrea Muñoz y Leo-
poldo Llanos, quienes estuvieron, ade-
más, por confirmar su sanción por cuatro

Un intenso lunes se vivió ayer en la
Corte Suprema durante los dos plenos
—uno realizado en la mañana y otro en la
tarde— para debatir sobre el caso Audio y
las conversaciones que tuvieron integran-
tes del Poder Judicial con el penalista Luis
Hermosilla (ver recuadro), mensajería
que ha generado incomodidad y división
interna, además de significar la destitu-
ción de una de sus pares, la ministra Án-
gela Vivanco, en octubre del año pasado.

Esta vez, los supremos debieron resol-
ver la situación de dos ministros de la
Corte de Apelaciones de Santiago, Veró-
nica Sabaj y Antonio Ulloa. Si se ratifica-
rían o no los cargos formulados por la fis-
cal judicial Javiera González por faltas a la
probidad, debido a que le pidieron ayuda
a Hermosilla para sus nombramientos, de
acuerdo al sumario en su contra, y luego
le retribuyeron con diversas acciones co-
mo consejos, entrega de información in-
terna e ingresaron a fallar causas ligadas a
este, según la misma indagatoria.

En el caso de Sabaj, unánimemente, los
15 supremos presentes (con una suplente)
confirmaron los cargos y los cuatro meses
de suspensión dispuestos por el tribunal
de alzada, pero una situación distinta se
dio respecto del ministro Ulloa.

n La suplencia que marcó la vota-
ción en el caso del juez

Todas las votaciones en su caso fueron
muy estrechas. Solo por un voto se ratifi-
có la apertura de un cuaderno o proceso
de remoción. La diferencia la marcó quien
está reemplazando al supremo Diego
Simpértigue, que está de vacaciones, la

meses de suspensión. A ellos se sumaron
los magistrados Arturo Prado, Jessica
González y Mireya López.

Aunque, finalmente, se le rebajó su
sanción de cuatro meses a dos, tras diver-
sas votaciones y prevenciones. 

Se espera que el fallo esté listo antes del
18 de septiembre, luego se iniciará el pro-
ceso de remoción de ambos —en el caso
de la jueza solo se reactiva—, en que se les
debe pedir informe a ambos y a la Corte
de Apelaciones de Santiago.

La principal prueba son los diversos

chats con el penalista, por lo cual se les im-
puta “haber transgredido la privacidad
de los acuerdos judiciales, emitido opinio-
nes sobre asuntos pendientes, y contrave-
nido los principios de pro-
bidad y reserva de su car-
go”, entre otros, y en los que
incluso se hace mención a
algunos integrantes del má-
ximo tribunal.

n “Pacto forever” y la
eliminación de un cargo

Por ejemplo, en uno de
los chats la jueza le expresa al abogado un
“pacto forever” y su “lealtad extrema”.

Además de traspasar el desarrollo de
acuerdos y votaciones antes de ser publi-
cados y sugerir estrategias al abogado de-
fensor, lo habría aconsejado sobre estrate-
gia procesal en un recurso que correspon-

de conocer a la misma corte que ella inte-
gra, indica el sumario, entre otros hechos.

A Ulloa, en tanto, se le atribuye com-
partir información confidencial con Her-

mosilla, incluyendo listas de
candidatos a ministros, pro-
yectos de resolución y votos
en casos específicos. Tam-
bién, haber intervenido en
una causa a pesar de tener
animadversión hacia el juez
involucrado en aquella, Da-
niel Urrutia, a quien llamó
“payaso” y “activista”.

Se le reprocha, asimismo, haber solici-
tado apoyo para nombramientos judicia-
les y participar en casos donde los aboga-
dos eran cercanos a él. Sin embargo, los
supremos eliminaron la acusación especí-
fica sobre su propio nombramiento, man-
teniendo el resto.

Sumarios por faltas a la probidad tras caso Audio:

Suprema confirma por solo
un voto inicio de proceso 
de remoción contra ministro
Ulloa, y reactiva aquel contra
su par, la magistrada Sabaj 

CINTHYA CARVAJAL y SOFÍA FARÍAS 

También en las sanciones hubo diferencias. La del
juez de la corte de Santiago fue rebajada de cuatro
a dos meses de suspensión; mientras que la de la
ministra, se mantuvo en cuatro meses. 
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SENTENCIA
La sentencia del

máximo tribunal y sus
fundamentos se

conocerían antes de
Fiestas Patrias. 
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